


















Resumen	El	 autor	 aborda	 de	 manera	 innovadora	 un	 tema	 clásico	 de	 hermenéutica	penal:	considera	el	favor	rei	un	criterio	interpretativo	fundamental	capaz	de	orientar	al	jurista	y	lo	combina	con	la	carga	del	juez,	en	caso	de	condena,	de	motivar	 en	 modo	 refutativo	 optando	 por	 la	 opción	 hermenéutica	 más	favorable.	 Estos	 resultados	 son	 corroborados	 por	 la	 reciente	 normativa	europea	y	por	algunas	reformas	en	la	codificación	penal	italiana,	presentadas	con	el	 fin	de	 fortalecer	 la	certeza	del	derecho	con	 los	 instrumentos	propios	de	la	exégesis	jurídica.	
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Introducción:	 la	 interpretación	 ‘favorable’	 y	 la	 motivación	





punto	 de	 vista	 procesal,	 una	 particular	 carga	 motivacional	 para	 al	 juez.	 Tal	 debería	 ser	 la	obligación	de	explicitar	completamente	en	la	sentencia	 las	razones	que	han	llevado	al	 juez	a	elegir	una	interpretación	más	desfavorable	en	lugar	de	otra	más	ventajosa	para	el	imputado,	por	 ejemplo	 propuesta	 por	 la	 defensa.	 Esta	 carga,	 además,	 no	 podría	 satisfacerse	 en	 vía	“autopoietica”	mostrando	simplemente	 las	 razones	útiles	para	convencer	de	 la	plausibilidad	de	la	opción	exegética	pre-elegida,	que	bien	puede	subsistir	propiamente	en	la	premisa	inicial	según	 la	 cual	una	misma	norma	puede	dar	vida	a	más	alternativas	hermenéuticas	 legitimas	siempre	que	sean	racionalmente	fundadas.	Esta	pars	costruens	de	la	motivación	debería	estar	acompañada	de	una	destruens,	es	decir,	la	refutación,	que	es	la	explicitación	de	las	razones	por	las	 cuales	 la	 opción	 interpretativa	más	 favorable	 es	 implausible	 o	 ilógica	 y,	 como	 tal,	 debe	excluirse	de	las	diversas	alternativas	hermenéuticas	disponibles	para	el	juez.	Para	inducir	al	magistrado	a	elegir	la	vía	interpretativa	más	favorable	al	imputado,	por	lo	tanto,	 no	 sería	 necesario	 que	 esta	 sea	 la	 única	 “justa”/”correcta”,	 simplemente	 que	 sea	razonablemente	 una	 de	 las	 plausibles,	 excluyendo	 de	 esta	 categoría	 solo	 a	 aquellos	meramente	capciosos	y	sin	ninguna	racionalidad	hermenéutica	que,	por	 lo	 tanto,	dan	vida	a	una	 duda	 interpretativa	 sumamente	 sofistica.	 Por	 ello,	 incluso	 en	 el	 ámbito	 del	 pluralismo	cultural	con	soluciones	relativizadas,	no	se	debería	de	tratar	de	una	mera	opinión,	sino	de	una	argumentación	racionalmente	probada,	de	una	doctrina	calificada,	incluso	no	necesariamente	incontrastada	(Donini,	2010,	p.	1089).	De	esta	manera,	 el	 papel	de	 la	doctrina	podría	 ser	menos	marginal	de	 aquel	que	en	 los	últimos	tiempos	ha	tenido	con	respecto	a	 la	capacidad	de	incidir	en	el	 law	in	action.	De	otra	parte,	 el	 procedimiento	 lógico	 aquí	 propuesto,	 así	 como	 una	 orientación	 doctrinal	 seria,	también	podría	basarse	en	precedentes	de	la	Corte	de	Casación,	incluso	en	secciones	simples,	útiles	para	demostrar	la	no	plausibilidad	de	una	interpretación	favorable4.	Esto	parece	una	vía	adecuada	para	 la	 integración	de	 la	cultura	del	precedente	con	el	principio	del	 favor	 rei:	una	suerte	 de	 vinculación	 relativa	 del	 dictum	 jurisprudencial	 solo	 en	 casos	 de	 bonam	 partem,	sobre	todo	si	es	de	la	Casación	(Cadoppi,	2016,	p.	147).		Consideramos,	 finalmente,	 que	 la	 implementación	 sistemática	 de	 la	 interpretación	favorable	con	la	motivación	refutatoria,	contribuiría	a	una	futura	formulación	legislativa	más	clara	de	 las	normas,	 conforme	a	 los	principios	de	determinación	y	 fragmentariedad	que,	 de	éste	modo,	podrían	encontrar	una	mayor	actuación	ya	que	solo	una	 ley	extremamente	clara	podría	 lograr	 los	 propósitos	 de	 tutela	 considerados	 por	 el	 legislador,	 mientras	 que	 su	vaguedad	 impondría	 restricciones	 menos	 útiles	 para	 la	 protección	 más	 extensa	 del	 bien	jurídico	siempre	que	el	legislador	realmente	así	lo	desee.		
La	Directiva	2016/343/UE:	toda	duda	sobre	la	culpabilidad	debe	ser	
resuelta	en	favor	del	imputado		 En	 este	 punto,	 es	 necesario	 verificar	 si	 algunas	 nuevas	 disposiciones	 normativas	 han	corroborado	de	alguna	manera	la	tesis	anteriormente	indicada.	A	nivel	de	principios	podemos	hacer	 referencia	 a	 la	 Directiva	 2016/343/UE	 sobre	 el	 reforzamiento	 de	 la	 presunción	 de	inocencia	 que,	 en	 el	 art.	 6,	 titulado	 “carga	 de	 la	 prueba”,	 párrafo	 2,	 indica:	 «Los	 Estados	miembros	se	asegurarán	de	que	cualquier	duda	sobre	la	culpabilidad	sea	valorada	en	favor	del	




indagado	 o	 imputado,	 incluso	 cuando	 el	 juez	 evalúe	 si	 la	 persona	 en	 cuestión	 debe	 ser	absuelta»	(Della	Torre,	2016,	p.	1835	ss.;	Canestrini,	2016,	p.	2224	ss.).	¿Qué	 debe	 entenderse	 sobre	 cualquier	 duda	 sobre	 la	 culpabilidad?	 En	 esta	 sección	 se	puede	 solo	 insinuar	 los	 múltiples	 temas	 que	 surgen,	 comenzando	 por	 tomar	 nota	 de	 que,	como	 se	 sabe,	 la	 categoría	 del	 hecho	 típico	 también	 incluye	 elementos	 de	 naturaleza	normativa	 (históricamente,	Mayer,	1915,	p.	 182-185;	 en	 Italia	Bonini,	 2016,	passim,	 spec.	p.	235	ss.).	Si,	por	lo	tanto,	la	duda	interpretativa	recae	en	uno	de	estos	elementos,	¿se	trata	de	una	duda	de	hecho	o	de	derecho?	Dado	que	 los	 elementos	normativos	pertenecen	 al	 hecho	(Palazzo,	1974,	p.	33	ss.),	a	fortiori	en	tales	casos	debería	encontrar	aplicación	el	canon	del	in	
dubio	pro	reo.	La	pregunta,	 además,	 evoca	 la	posibilidad	misma	de	distinguir	 el	 hecho	del	derecho,	 ya	que	 una	 gran	 parte	 de	 la	 doctrina	 sostiene	 que	 los	 dos	 aspectos	 del	 razonamiento	 no	 son	inescindibles,	 ni	 teórica	 ni	 prácticamente.	 Esto	 se	 debe	 a	 que	 la	 tradicional	 y	 artificial	oposición	de	la	quaestio	iuris	a	la	quaestio	facti	se	considera	el	legado	ideológico	del	mito	del	juez	 bouche	 de	 la	 loi	 5:	 un	 mecanismo	 silogístico	 ficticio	 en	 lugar	 de	 una	 real	 operación	cognitiva	 unitaria	 –	 aquella	 de	 la	 interpretación	 –	 mejor	 comprensible	 con	 un	 enfoque	holístico	 que	 coloca	 en	 un	 ámbito	 homogéneo	 la	 reconstrucción	 del	 hecho	 y	 el	encuadramiento	jurídico	del	mismo	(con	diversas	variaciones,	entre	tantos,	Ubertis,	1979,	p.	25	ss.;	Mazzarese,	1992,	p.	294	ss.;	Vogliotti,	p.	54	ss.;	Orlandi,	2007,	p.	501	ss.;	Quattrocolo,	2011,	p.	61	ss.;	Cassibba,	2016,	p.	66-67)6.	El	hecho,	en	el	proceso	cognitivo,	jamás	está	aislado	en	modo	absoluto,	sino	que	siempre	está	 relacionado	 con	 el	 sujeto	 conocedor	que	 lo	 inserta	 en	un	 contexto	 axiológico.	 El	 hecho	histórico,	por	lo	tanto,	está	cada	vez	vinculado	al	valor	en	base	al	cual	se	opera	su	aprehensión	cognitiva.	 Para	 identificar	 realmente	 la	 quaestio	 facti,	 por	 lo	 tanto,	 es	 necesario	 hacer	 una	selección	 desde	 la	 perspectiva	 de	 su	 juridicidad.	 Del	 mismo	 modo,	 a	 viceversa,	 el	juicio/razonamiento	de	derecho	siempre	implica	uno	de	hecho	en	la	medida	en	que	el	primero	no	se	refiere	a	una	norma	que	vive	por	sí	misma,	sino	que	se	identifica	en	tanto	está	referida	al	caso	concreto,	con	un	vínculo	inextricable	entre	el	hecho	tal	como	fue	reconstruido	a	la	luz	de	la	norma	y	la	norma	misma	tal	como	viene	elegida	e	interpretada	(Ubertis,	1979,	p.	70	ss.)7.	Si	la	quaestio	iuris	es	lógicamente	indistinguible	del	hecho	porque	uno	contiene	el	otro	y	viceversa,	se	deduce	que	el	juicio	de	culpabilidad	señalado	en	la	Directiva	Europea	se	refiere	no	solo	a	la	determinación	del	hecho	histórico,	sino	también	a	la	interpretación	de	las	normas,	tanto	que	explícitamente	la	norma	supranacional	habla	de	“toda”	duda	a	resolver	en	favor	del	imputado.	 Además,	 la	 doctrina	 ya	 ha	 evidenciado	 claramente	 que	 «el	 tema	 del	 juicio	 se	descompone	en	dos	subtemas,	dado	que	la	“culpabilidad”	implica	valoraciones	de	hecho	y	de	derecho»,	 por	 lo	 que	 «estrictamente,	 debe	 someterse	 a	 la	 prueba	 “más	 allá	 de	 toda	 duda	razonable”	 también	 la	clasificación	 jurídica	del	hecho	de	que	 la	culpabilidad	es	un	elemento	constitutivo»	(Ferrua,	2007,	p.	296,	p.	352).	En	otras	palabras,	es	la	norma	penal	sustantiva	la	que	actúa	como	criterio	selectivo	del	hecho,	«es	el	derecho	que	define	y	determina	lo	que	en	el	proceso	constituye	el	“hecho”»	(Taruffo,	1992,	p.	75).	A	 conclusiones	 similares	 ha	 llegado	 el	 Tribunal	 Europeo	 de	 Derechos	 Humanos	 en	 la	conocida	 sentencia	 Drassich,	 cuando	 declaró	 que	 la	 garantía	 del	 derecho	 a	 ser	 escuchado	





también	debe	garantizarse	con	respecto	a	la	clasificación	jurídica	del	hecho8.	En	la	perspectiva	europea,	 por	 lo	 tanto,	 hecho	 y	 derecho	 no	 son	 conceptos	 separados,	 sino	 dos	 caras	 de	 la	misma	moneda	(Caianiello,	2007,	c.	171;	Aimonetto,	2009,	p.	1525;	Zacchè,	2009,	p.	785-786).	Si	 tales	 son,	 la	 nueva	 norma	 de	 la	 Directiva	 Europea	 debe	 entenderse,	 como	 lo	 sugiere	 su	propia	letra,	en	el	sentido	de	que	incluso	la	duda	razonable	en	la	interpretación	siempre	debe	ser	resuelta	en	favor	del	imputado,	fortaleciendo	así	la	validez	del	antes	mencionado	canon	de	la	interpretación	favorable.		





No	obstante,	desde	 la	reciente	reforma	al	código	de	procedimiento	penal	parecen	surgir	indicaciones	 que,	 si	 son	 bien	 valoradas,	 militan	 a	 favor	 de	 la	 necesidad	 de	 una	motivación	refutadora.	Y	en	realidad,	 la	atenuación	de	la	rigidez	del	régimen	diferenciado	entre	hecho	y	derecho	 que	 antes	 contemplaba	 la	 refutación	 solo	 de	 la	 atendibilidad	 de	 las	 pruebas	contrarias,	 hoy	 debe	 impulsar	 hacia	 la	 necesidad	 de	 que	 el	 juez	 también	 confute	 la	plausibilidad	 de	 la	 perspectiva	 hermenéutica	 más	 favorable	 propuesta	 por	 la	 defensa.	 Si	queremos	evitar	que	la	«motivación	no	sea	más	que	un	expediente	de	hipocresía	formal,	casi	hecho,	uno	diría,	para	dar	un	disfraz	lógico	a	una	voluntad	nacida	de	motivos	completamente	diferentes,	 que	 también	 pueden	 ser	 arbitrariedad	 e	 injusticia»	 (Calamandrei,	1965,	 p.	 668),	entonces	será	necesario	un	tratamiento	homogéneo	de	la	quaestio	iuris	y	de	la	quaestio	facti,	tanto	 en	 el	 contradictorio	 como	 en	 la	 motivación.	 La	 escasa	 divisibilidad	 del	 hecho	 del	derecho,	 que	 también	 puede	 deducirse	 de	 la	 jurisprudencia	 de	 TEDU,	 también	 puede	repercutir	en	sus	efectos	sobre	 la	carga	motivacional	del	 juez,	 imponiendo	una	uniformidad	de	los	regímenes11.		
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